
 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO  

Ibagué, diecinueve (19) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 
Asunto:  ACCIÓN DE TUTELA  
Accionante:  HEBER BAUTISTA SÁNCHEZ 

Accionado: UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A 
LAS VÍCTIMAS UARIV 

Expediente  73001-33-33-003-2020-00186-00 
 

ASUNTO  
Procede el Juzgado a proferir sentencia dentro de la acción de tutela instaurada por el 
señor Heber Bautista Sánchez, en contra de la Unidad para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas UARIV. 
 

I. ANTECEDENTES 
 

1. DEMANDA 
 
1.1. Elementos y pretensión 
 

a. Derechos fundamentales invocados: a la vida, seguridad social, salud en 
conexidad con el derecho a la vida digna y mínimo vital. 
 
 

b. Pretensiones: 
  

 Se ordene a la accionada la entrega efectiva e inmediata de la indemnización por 
desplazamiento forzado, por tener una enfermedad catastrófica y tener derecho a ser 
indemnizado de forma prioritaria por cumplir con la resolución 01049 de 2019, que es 
un derecho adquirido que aún no ha sido otorgado, siendo esta una violación a sus 
derechos fundamentales.   
  
1.2. Fundamentos de la pretensión 

 
En síntesis, indica el accionante: 

 

 Que es desplazado por la violencia junto con su núcleo familiar conformado por su 
madre de 66 años de edad, y sus hijos.  
 

 Que elevó derecho de petición el 21 de agosto de 2020 ante el Director Técnico de 
Reparaciones de la U.A.R.I.V, donde solicitó que su familia y él, sean indemnizados 
pues cumplen con los requisitos establecidos en el Decreto 01049 de 2019, en lo 
referente a indemnización  inmediata a las familias donde  hayan personas mayores 
de 74 años, que tengan discapacidad o enfermedad, pues en su caso fue operado 
tres veces, porque le sacaron un tumor cancerígeno de la cabeza, quedándole 
problemas  en el brazo y pierna izquierdos, y en cualquier momento podría quedar 
con su cuerpo paralizado, sumado a que perdió totalmente el habla a raíz de la 
operación, y por momentos siente que se va a morir.  
 

 Además de lo anterior, su madre tiene 66 años de edad y sufre de polineuropatía 
diabética, teniendo serios problemas de salud y se encuentra prácticamente postrada 
en una cama, tal como lo certifica el médico.  
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 Señala que la UARIV envió oficio firmado por el señor Enrique Ardila Franco, Director 
Técnico de Reparaciones a las Víctimas, donde le informan que no llena los requisitos 
para ser indemnizado inmediatamente, porque según él, su enfermedad no llama la 
atención, razón por la cual anexa registro fotográfico, donde evidencia como quedó 
después de su operación.  
 

 Que desde el momento que inició el proceso, hace más de 6 meses, lo único que ha 
recibido por parte de la UARIV son respuestas evasivas, donde está demostrado que 
la UARIV los revictimiza, desconociendo los derechos y la situación de gravedad 
física y mental que está viviendo.  

 

 Que tuvo que acudir a la tutela, en aras de que se protejan sus derechos 
fundamentales, para que se tenga en cuenta su enfermedad y se ordene a la UARIV 
que no dilate más este proceso, que sean indemnizados conforme a las 
constituciones y las leyes.  

 

2. PRONUNCIAMIENTO DE LA ACCIONADA 
 

 Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas  

 
El representante judicial de la UARIV allegó informe, señalando al despacho con 
respecto al señor Heber Bautista, que al encontrase demostrado que se encuentra bajo 
situaciones de vulnerabilidad extrema, se expidió la Resolución No.04102019-61945 del 
11 de mayo de 2020, por medio del cual se decide su reconocimiento de indemnización.  
 
Que, contra la anterior resolución, la parte accionante interpuso recurso de reposición 
siendo resuelto a través de Resolución No 0412019-619415R del 13 de agosto de 2020, 
siendo notificada al accionante el 5 de octubre de 2020. 
 
 Así mismo, que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas ha 
dispuesto diferentes canales de atención virtuales, atendiendo las recomendaciones 
impartidas por el Presidente de la República y el Ministerio de Salud, a fin de prevenir 
contagios del COVID -19 Coronavirus.  
  
Frente a la solicitud de priorización, en relación con el acceso a la medida de 
indemnización administrativa por el hecho victimizante de Desplazamiento Forzado, con 
radicado 174326-849821, informan que, desde el 1/10/2020, los recursos fueron puestos 
a disposición de la entidad financiera (Banco Agrario – Ibagué- Tolima), lo que fue 
informado al accionante mediante la comunicación con radicado No. 202072026622061 
de 5/10/2020, enviada al correo electrónico dispuesto para notificaciones en el escrito de 
tutela.  
 
Con fundamento en lo anterior, solicita que sean denegadas las pretensiones de la 
acción constitucional impetrada por el ciudadano Heber Bautista Sánchez, pues, la 
Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas ha  
realizado, dentro del marco de su competencias, todas las gestiones necesarias para 
cumplir los mandatos legales y constitucionales, evitando vulnerar o poner en riesgo las 
prerrogativas fundamentales expuestas por la parte accionante. 
 

II. CONSIDERACIONES 
 

1. COMPETENCIA 
   
Es competente este Despacho Judicial para conocer de la presente acción de tutela de 
conformidad con lo establecido en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991. 
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2. PROBLEMA JURÍDICO  
 
El problema se centrará en determinar si se ha configurado un hecho superado en 
relación con las pretensiones de la tutela, en virtud de la actuación desplegada por la 
UARIV durante el curso del proceso.  
 
3. LA ACCIÓN DE TUTELA 

 
La acción de tutela instituida en nuestra Constitución Política en su artículo 86, tiene 
como finalidad facilitar a las personas un mecanismo ágil, breve y sumario a fin de hacer 
respetar los derechos fundamentales constitucionales, cuando quiera que ellos resulten 
vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los 
particulares en determinados casos, siempre que el afectado no disponga de otro medio 
de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar 
un perjuicio irremediable, sin que ello implique una instancia adicional a los 
procedimientos establecidos en las normas procesales pertinentes, figura regulada 
mediante los Decretos 2591 de 1.991 y 306 de 1.992. 
 
Dicha acción es un medio procesal específico porque se contrae a la protección 
inmediata de los derechos fundamentales constitucionales afectados de manera actual 
e inminente, siempre que éstos se encuentren en cabeza de una persona o grupo 
determinado de personas, y conduce, previa solicitud, a la expedición de una declaración 
judicial que contenga una o varias órdenes de efectivo e inmediato cumplimiento, 
encaminadas a garantizar su protección. 
 

4. MARCO JURÍDICO 
 

4.1.     Población Desplazada por la Violencia 
 
En reiterada jurisprudencia, la Corte Constitucional ha dispuesto que la acción de tutela, 
es el mecanismo judicial adecuado para la protección de los derechos fundamentales de 
la población desplazada.  
 
Si bien, dada la naturaleza jurídica de la Unidad Administrativa Especial para la Atención 
Integral y Reparación a las Víctimas, sus actuaciones pueden ser controvertidas por otros 
medios de defensa judicial, en materia de desplazamiento forzado, dichos medios 
resultan insuficientes para brindar una protección adecuada y eficaz a los derechos 
fundamentales de uno de los sectores más marginados de la población, pues debido a 
la gravedad y a la extrema urgencia a la que se ven sometidas las personas desplazadas, 
no se les puede someter al trámite de las acciones judiciales para cuestionar los actos 
administrativos de la Red, ni a la interposición de interminables solicitudes a la 
Coordinadora del Sistema, ya que ello constituye la imposición de cargas inaguantables, 
teniendo en cuenta las condiciones especiales de los desplazados1.  

 
De acuerdo con lo anterior, la inscripción en el Registro Único de Víctimas y la entrega 
de la ayuda humanitaria de emergencia o su respectiva prórroga, hacen parte del 
catálogo de los derechos fundamentales mínimos de la población desplazada. 
 

La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
es la entidad encargada de la coordinación del Sistema Nacional de Información y 
Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia, y tiene entre sus funciones 
el manejo del Registro Único de Víctimas (como por ejemplo la Población Desplazada 
por la Violencia), el cual constituye una herramienta técnica que busca identificar a la 
población afectada con el objeto de actualizar la información de la población atendida y 
realizar el seguimiento de los servicios que el Estado presta a esta grupo poblacional. 
 

                                                           
1 Sentencia T-496 de 2007. 
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Al respecto de la inscripción en el Registro Único de Victimas - RUV, la Honorable Corte 
Constitucional en sentencia T-025 del 2004, sostuvo: 
 

“… cuando una persona se encuentre bajo las circunstancias de desplazamiento forzado, tiene 

derecho a quedar registrada como tal, ya sea de forma individual o junto a su núcleo familiar. 

Adicionalmente, el registro de la población desplazada se encuentra incluido en los Principios 

Rectores del Desplazamiento Forzado Interno que según la Corte hace parte del bloque de 

constitucionalidad y es un elemento fundamental para la interpretación y la definición del 

alcance de los derechos fundamentales de los desplazados.” 

 
Pero, además de la inscripción de la población desplazada en el Registro Único de 
Victimas, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas tiene a su cargo la promoción y coordinación de la entrega de la ayuda 
humanitaria de emergencia para esta población, la cual tiene como fin constitucional, 
brindarle a la población desplazada asistencia, socorro y apoyo para que logre 
compensar las necesidades básicas de alimentación, salud, atención sicológica, 
alojamiento, transporte de emergencia, elementos de hábitat interno y salubridad pública, 
ayuda que constituye una manifestación del derecho fundamental al mínimo vital, ya que, 
el fin constitucional que se propone es brindar aquellos mínimos necesarios para aplacar 
las necesidades más apremiantes de la población mencionada2. 

 
Según la citada sentencia, el trámite que se ha de dar a las peticiones provenientes de 
los desplazados, es el siguiente: 
 

“Cuando las distintas autoridades reciban una petición proveniente de un desplazado, en la 

cual se solicite la protección de alguno de sus derechos, la autoridad competente procederá 

a: 1) incorporarlo en la lista de desplazados peticionarios, 2) informarle al desplazado dentro 

del término de 15 días el tiempo máximo dentro del cual le dará respuesta a la solicitud; 3) 

informarle dentro del término de 15 días si la solicitud cumple con los requisitos para su 

trámite, y en caso contrario, indicarle claramente cómo puede corregirla para que pueda 

acceder a los programas de ayuda; 4) si la solicitud cumple con los requisitos, pero no existe 

la disponibilidad presupuestal, adelantará los trámites necesarios para obtener los recursos, 

determinará las prioridades y el orden en que las resolverá; 5) si la solicitud cumple con los 

requisitos y existe disponibilidad presupuestal suficiente, la informará cuándo se hará 

efectivo el beneficio y el procedimiento se seguirá para lo reciba efectivamente. En todo caso, 

deberá abstenerse de exigir un fallo de tutela para cumplir sus deberes legales y respetar los 

derechos fundamentales de los desplazados”. 

 

4.2.   El derecho a la indemnización administrativa de las víctimas de 
desplazamiento forzado en la jurisprudencia constitucional.  

 

 Es nutrida y extensa la jurisprudencia constitucional sobre el derecho a la indemnización 
administrativa de las víctimas de desplazamiento forzado, empezando por la distinción, 
que siempre se ha esforzado la Corte por resaltar, frente al derecho que los miembros 
de este mismo grupo poblacional tienen a la ayuda humanitaria3; esto, bajo el 
entendimiento, igualmente importante, de que no todas las personas desplazadas son 
víctimas del conflicto armado y viceversa. 
 

 Es pertinente recordar esta distinción para delimitar, en cada caso, los alcances de 
protección en sede de tutela, cuando esta se interpone para hacer efectivas estas 
prestaciones económicas. Así, una cosa es la intervención del juez constitucional para 
que se prodiguen asistencia mínima, medidas urgentes de subsistencia, estabilización y 
garantías de retorno, en aras conjurar una situación específica de vulnerabilidad –ayuda 
humanitaria–, y otra, totalmente distinta, aquella que busca garantizar la reparación de 

                                                           
2 Sentencia T-496 de 2007. 
3  Corte Constitucional, sentencia T-158/2017. Señaló la Corte: “las autoridades que atienden la población 

desplazada, someten a estas personas a una carga excesiva cuando imponen obligaciones tendientes a cumplir 

con requerimientos especiales que desconocen la situación en la cual ésta (sic) encuentran”. 

http://go.vlex.com/vid/678739541?fbt=webapp_preview
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perjuicios, que no es otra cosa que la respuesta a un hecho victimizante, al daño sufrido 
por un bien jurídico tutelado específico en el marco del conflicto. De allí que, 
consecuentemente, la acción de tutela para efectos del reconocimiento de la 
indemnización administrativa, en atención a los fines puntuales que persigue, sea 
excepcional y para casos límite4. 
 

Ocurre, sin embargo, con alguna frecuencia, que en una sola persona convergen, a la 
vez, las condiciones de desplazado por la violencia y víctima del conflicto; de allí que, 
bajo las condiciones específicas del actor, la solicitud de indemnización administrativa 
tenga una finalidad más allá de la meramente resarcitoria. En palabras de la Corte: 
 

 “Es cierto que la indemnización administrativa persigue fines distintos a aquellos 

que busca la ayuda humanitaria, en tanto su propósito no consiste en satisfacer 

las necesidades más inmediatas de las personas desplazadas, sino en restablecer 

su dignidad, compensando económicamente el daño sufrido, para así fortalecer 

o reconstruir su proyecto de vida. Por lo tanto, se podría argumentar que no es 

pertinente, a partir de un análisis que se sustenta en la vulnerabilidad, mantener 

abierto el recurso a la acción de tutela para, a través suyo, acceder a los recursos 

de la indemnización administrativa. Bajo este argumento, las consecuencias de un 

análisis de vulnerabilidad sólo serían relevantes en lo que concierne a la entrega 

de la ayuda humanitaria.      
 

No obstante, es imperioso reconocer que existen determinadas personas 

desplazadas que enfrentan una situación de vulnerabilidad que difícilmente 

podrán superar y que inevitablemente se acrecentará con el paso del tiempo, por 

distintos factores demográficos como la edad, la situación de discapacidad u otro 

tipo de factores socioeconómicos que les impiden darse su propio sustento. Para 

estas personas (…) resulta razonable darles un trato prioritario en lo 

concerniente al acceso a la indemnización administrativa. Esto no sólo 

contribuye a que cuenten con fuentes de ingresos adicionales a la ayuda 

humanitaria –la cual tiene que seguirse entregando con independencia de ser 

destinatarios de la indemnización-, para que así puedan aliviar su situación de 

vulnerabilidad; sino que puede traducirse en la última oportunidad para que 

accedan a las medidas reparatorias que ofrece el Estado, con la finalidad de 

abordar y resarcir las graves vulneraciones a los derechos humanos que 

padecieron. 
 

Por estas razones, para esta Sala Especial es demasiado restrictivo impedirles a 

estas personas que acudan a la acción de tutela para requerir la entrega 

inmediata de la indemnización administrativa, ya que se trata de personas 

desplazadas en extremo vulnerables, para quienes resulta desproporcionado 

exigirles que agoten todas las etapas del procedimiento administrativo ordinario 
(ver supra. Secciones 4, 5 y 7); más aún, si se tiene en cuenta el bloqueo 

institucional advertido en este pronunciamiento” (Énfasis fuera del texto)5.    
 
Por su parte, el capítulo séptimo de la Ley 1448 de 2011 reglamentó la indemnización 
administrativa para las personas que hayan sido víctimas del punible de desplazamiento 
forzado, así, la persona que pretenda reclamar la reparación administrativa por cumplir 
con la calidad de víctima que se describe en el inciso 2° del artículo 3° de la Ley 1448 de 
2011 deberá, previa inscripción en el Registro Único de Víctimas, solicitarle a la UARIV 
la entrega de la indemnización administrativa a través del formulario que esta disponga 

                                                           
4 Un estudio completo al respecto en: Corte Constitucional, Sala Especial de Seguimiento a la sentencia T-025/2004, 

Auto No. 206/2017. Esta providencia es importante porque define criterios a los jueces de tutela a la hora de 

conceder amparos para el pago de ayudas humanitarias e indemnizaciones administrativas a víctimas de 

desplazamiento forzado. 

5 Sentencia T-028/18 

http://go.vlex.com/vid/43620955?fbt=webapp_preview
http://go.vlex.com/vid/708351861?fbt=webapp_preview
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para el efecto, sin aportar documentación adicional salvo datos de contacto o apertura 
de una cuenta bancaria o depósito electrónico, si la entidad lo considera pertinente (Art. 
151 Decreto 4800 de 2011).  
 
El Decreto 1377 de 2014 reglamentó la ruta de atención, asistencia y reparación integral, 
en particular, en lo relacionado con la medida de indemnización administrativa a víctimas 
de desplazamiento forzado, y allí determinó, como criterios de priorización para la 
entrega de este tipo de montos: (i) el que se hayan suplido sus carencias en materia de 
subsistencia mínima y se encuentren en proceso de retorno o reubicación; (ii) no estar 
suplidas sus carencias en materia de subsistencia mínima dada la situación de extrema 
urgencia y vulnerabilidad manifiesta por la condición de discapacidad, edad o 
composición del hogar; y (iii) que pese a que se han superado las carencias en materia 
de subsistencia mínima no se haya podido llevar a cabo el retorno o reubicación por 
razones de seguridad6. 
 
En la actualidad, la Resolución 1049 del 15 de marzo de 2019 “Por la cual se adopta el 
procedimiento para reconocer y otorgar la indemnización por vía administrativa, se crea 

el método técnico de priorización, se derogan las Resoluciones 090 de 2015 y 01958 de 

2018 y se dictan otras disposiciones” contempla las siguientes fases para reconocer y 
otorgar la indemnización por vía administrativa: 
 
a) Fase de solicitud de indemnización administrativa.  
b) Fase de análisis de la solicitud.  
c) Fase de respuesta de fondo a la solicitud.  
d) Fase de entrega de la medida de indemnización.  
 
a) En la fase de solicitud7 de indemnización, las víctimas residentes en el territorio 
nacional solicitan el agendamiento de una cita, acuden a ella y:  
 

1. Presentan la solicitud de indemnización con la documentación requerida  
2. En caso de no presentar la documentación solicitada, la víctima deberá 
completarla, para lo cual, la Unidad para las Víctimas concederá una nueva cita  
3. Presentada la documentación completa se diligencia el formulario de solicitud. 
Valga mencionar que la UARIV dispone de canales telefónico y virtual como 
posibilidad para surtir esta etapa.  
 

b) En la fase de análisis8 procede la UARIV a analizar la solicitud basado en los diferentes 

registros administrativos, la identificación de la víctima, la información sobre 
indemnizaciones reconocidas con anterioridad, etc. En esta etapa verifica la 
conformación del hogar y su inclusión en el Registro Único de Víctimas, el parentesco de 
los destinatarios de la indemnización y la acreditación de lesiones personales. De 
encontrarse la víctima en una situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad 
se prioriza el pago de la medida. 
 
c) En la fase de fondo9 la UARIV resuelve sobre el derecho a la indemnización 

administrativa, y cuenta con un término de 120 días hábiles -contados a partir de la 
entrega a la víctima solicitante el radicado de cierre de la solicitud- para expedir acto 
administrativo motivado en el cual le reconozca o niegue la medida. Para la 
materialización de la medida se tendrá en cuenta la disponibilidad presupuestal. 
 
Es menester señalar que el artículo 12 de la referida resolución contempla la suspensión 
del término para resolver la solicitud de indemnización administrativa:  
 

                                                           
6 Corte Constitucional, sentencia T-142/2017. 

7 Artículo 7 
8 Artículo 10 
9 Artículo 11 

http://go.vlex.com/vid/521680566?fbt=webapp_preview
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/resolucion_uaeariv_0090_2015.htm#Inicio
http://go.vlex.com/vid/676825433?fbt=webapp_preview
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“Artículo 12. Suspensión del término para resolver la solicitud de indemnización 

administrativa. Los términos previstos en el artículo anterior se entenderán suspendidos 

cuando la Unidad para las Víctimas constate, después de la fase de análisis, que la solicitud 

de indemnización no está soportada con la documentación necesaria para adoptar una 

decisión de fondo y comunique a la víctima solicitante, a través de cualquier canal de atención, 

la información o documentación que debe allegar para subsanar o corregir la solicitud”. 

 
4.3.  De la carencia actual de objeto por hecho superado 

 
La Honorable Corte Constitucional, en reiteradas oportunidades ha señalado que la 
carencia actual de objeto, se presenta en aquellos casos en que tiene lugar un daño 
consumado o un hecho superado, lo que torna inane cualquier orden del Juez de tutela 
en relación, pues no tendría efecto alguno.10 

Respecto a la figura del hecho superado, advierte la Corte, tiene ocurrencia cuando lo 

pretendido a través de la acción de tutela se satisface y desaparece la vulneración o amenaza de 

los derechos fundamentales invocados por el demandante, de suerte que la decisión que pudiese 

adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces inocua y, por lo tanto, 

contraria al objetivo de protección previsto para el amparo constitucional11. 

 
A efectos de establecer si se ha configurado o no un hecho superado, en la Sentencia 

T-045 de 200812, se establecieron los siguientes criterios para determinar si, en un caso 

concreto, se está o no en presencia de un hecho superado, a saber: 

“1. Que con anterioridad a la interposición de la acción exista un hecho o se carezca de 

una determinada prestación que viole o amenace violar un derecho fundamental del 

accionante o de aquél en cuyo favor se actúa. 

2. Que durante el trámite de la acción de tutela el hecho que dio origen a la acción que 

generó la vulneración o amenaza haya cesado.  

3. Si lo que se pretende por medio de la acción de tutela es el suministro de una 

prestación y, dentro del trámite de dicha acción se satisface ésta, también se puede 

considerar que existe un hecho superado.” 

 
5. CASO CONCRETO 
 
La parte accionante interpuso el presente mecanismo de defensa judicial constitucional, 
por la presunta amenaza y/o vulneración de su derecho fundamentales a la vida, 
seguridad social, salud en conexidad con el derecho a la vida digna y mínimo vital, 
configurada por la falta de entrega efectiva e inmediata de la indemnización por 
desplazamiento forzado que le fue reconocida y que considera, debe ser priorizada por 
sus condiciones materiales y las de su núcleo familiar. 
 

Por su parte, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, al contestar 
la tutela señaló que el señor Heber Bautista Sánchez ingresó al procedimiento de ruta 
priorizada, y en relación con el acceso de indemnización administrativa, con radicado 
174326-849821, se informó al despacho que, desde el 10-01- 2020 (entiéndase 1º de 
octubre de 2020), los recursos fueron puestos a disposición de la entidad financiera 
(Banco Agrario), razón por la cual, en aras de formalizar la apertura de la cuenta, el 
accionante cuenta con un terminó de 60 días, contados a partir del 31 de octubre de 
2020.  
 

                                                           
10 Entre muchas otras, se puede consultar la sentencia T-085 de 2018, M.P. LUIS GUILLERMO GUERRERO 

PÉREZ. 
11 Sentencia T-678 de 2011, M.P. Juan Carlos Henao Pérez, en donde se cita la Sentencia SU-540 de 2007, M.P. 

Álvaro Tafur Galvis.  
12 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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Dicha información fue puesta en conocimiento al señor Heber Bautista Sánchez, a través 
de radicación No. 202072026622061 y remitida al correo electrónico  
asesoriasheber@gmail.com 05 de octubre de 2020, así mismo, se aportó el 
correspondiente comprobante de envío al correo electrónico del accionante.  
  
Ahora bien, el pasado 15 de octubre de 2020, el Juzgado se comunicó telefónicamente 
con la señora Jadid Galindo, quien se identificó como la esposa del señor Heber Bautista 
Sánchez, tal como se observa en el archivo digital rotulado “B1.2020-00186 
CONSTANCIA SECRETARIAL.pdf” y quien ratificó que en efecto recibieron la respuesta 
emitida por la UARIV. 
  
Conforme a lo anterior, se evidencia que se configura el fenómeno de la carencia actual 
del objeto por hecho superado, como quiera que la accionada procedió a realizar la 
actuación que se pedía, relacionada con el pago de la indemnización administrativa a 
favor del actor y de manera prioritaria, tornándose inane impartir cualquier orden 
encaminada a la protección de los derechos fundamentales del actor, que con la propia 
actuación de la entidad accionada ya se encuentran garantizados.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Ibagué 
- Tolima, administrando justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE 
  

PRIMERO: DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado dentro de la 
presente acción de tutela, de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva 
de esta providencia. 
 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes por el medio más expedito y eficaz 
en los términos indicados en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.   
  
TERCERO: Una vez notificado el presente fallo y, de no ser impugnado dentro de los 
tres (3) días siguientes a su notificación, envíese el expediente a la Honorable Corte 
Constitucional, para su eventual revisión.  
 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

 
 
 

DIANA CAROLINA MÉNDEZ BERNAL 
Jueza 

 
 

 

Firmado Por: 

 

DIANA CAROLINA MENDEZ BERNAL  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL IBAGUE 
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